Delito: Concierto para delinquir

Radicación: 66001 60 00 036 2015 01269
Procesados: ORV 
Asunto: Niega recurso de queja

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RECURSO DE QUEJA / AUTO QUE ADMITE UNA PRUEBA / LA APELACIÓN SOLO PROCEDE CONTRA EL AUTO QUE LA RECHAZA / ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL.
El problema jurídico a resolver se contrae a establecer el grado de acierto de la disposición adoptada el 7 de julio de 2020 por el Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, dentro del juicio oral que se tramita en el presente caso, al establecer que en contra de la decisión mediante la cual dispuso la incorporación de un informe contable, en el sentido de que frente a esa determinación solo procedía el recurso de reposición. (…)
… se debe tener en cuenta que en la decisión CSJ SP del 27 de julio de 2016, radicado 47469 se manifestó lo o siguiente:

“Dígase, por último, que la Sala no puede advertir, y en la jurisprudencia que busca recogerse tampoco se especifica, cómo la posibilidad de que sólo la negativa a la práctica de pruebas pueda ser objeto de apelación, afecta el carácter adversarial del sistema acusatorio, como quiera que, ya se entiende suficientemente decantado, la filosofía del principio en cuestión no se agota o satisface apenas a través de ese medio. (…)
Corolario de lo antedicho, ninguna mengua sufre la estructura del sistema acusatorio, o los derechos a la doble instancia y contradicción, cuando el legislador, en ejercicio del poder de configuración que le asiste, reflejado en la normatividad traída a colación en esta providencia, decidió que solo se puede apelar el auto que deniega o imposibilita la práctica de una prueba –no el que la concede–…”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de agosto de dos mil veinte (2020)
Acta Nro. 585 
Hora: 11:00 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Se entra a resolver lo concerniente al recurso de queja presentado por el apoderado judicial del señor ORV contra la determinación tomada por la Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, en la sesión de audiencia de audiencia de juicio oral del 11 de julio de 2020.
2. ANTECEDENTES

2.1 En el decurso de la citada audiencia, el defensor del procesado ORV se opuso a la introducción de un informe de auditoría integral presentado por el delegado de la FGN, al cual hicieron referencia la señora Liliana Giraldo y el señor Héctor Manuel Trejos Escobar en calidad de contadores públicos de la empresa Consultando S.A.S., al momento de rendir su declaración en la sesión de juicio aludida.

2.1.1. Inicialmente el delegado de la FGN aclaró que el documento que pretendía incorporar, era una fotocopia simple del informe presentado ante la DIAN y a la Superintendencia de Industria y Comercio, que el mismo no estaba autenticado y que se solicitó ese documento como base de la opinión pericial. 

2.1.2 La oposición se fundamentó de la siguiente manera: 

· El delegado de la FGN hizo referencia a un documento frente al que adujo que se trataba de la base de un peritaje, indicando además que ese elemento era la base de la opinión pericial en materia contable o de una auditoria, y que al mismo se anexaría el informe técnico de fecha 12 de mayo del 2012. 

· La testigo Liliana Giraldo Ruiz afirmó haber participado en la auditoria o peritaje realizado, pero como lo advirtió en una oportunidad anterior, esa ciudadana no aparece mencionada en el contenido de ese concepto, ni se sabe en si lo suscribió como perito o como revisora fiscal. Además se debe tener en cuenta que el documento que se objeta no contiene la firma del señor Héctor Manuel Trejos Escobar, tampoco consta su número de tarjeta profesional, ni se establece la calidad en que se firma, si lo hace como representante legal, revisor fiscal, contador público o auditor externo o perito tal y como lo establece el C. de Co. y las disposiciones pertinentes del CPP.
· A su modo de ver las personas que han declarado en el juicio, no son testigos de acreditación idóneos para introducir un documento que desde su creación es privado, máxime cuando no se tiene certeza de quién elaboró ese informe, y en ese sentido se debe tener en cuenta que según la manifestación hecha por el delegado del ente investigador, ese documento no es original ya que se trata de una fotocopia no autenticada, pese a que el artículo 429 del CPP, hace referencia a la manera en la que deben ser presentados los documentos. 

· Se puede pensar que los documentos y certificaciones expedidas por los contadores públicos dan fe pública, tal y como ocurre en el caso de los notarios. Esa misma circunstancia es aplicable a los contadores públicos, con el fin de tener la certeza de fueron estos y no otra persona, fueron quienes elaboraron un documento. 
· Para el caso concreto se requiere que el documento que se pretende ingresar, estuviera firmado por la señora Liliana Giraldo o por el señor Héctor Manuel Trejos Escobar, lo cual no aconteció, y pese a que este último indicó que si firmó el documento original que se encontraba en la Superintendencia de Sociedades, se desconoce por qué el informe que se le puso de presente no contiene su rúbrica.

· La sociedad “Consultando” realizó el peritaje, pero no se acreditó la condición de persona jurídica de esa entidad, pues no aparece el certificado de existencia y representación Legal de esa firma en el cual figure el señor Trejos Escobar, como su representante legal o de la firma “Consultando S.A.S”, por lo cual no se tiene certeza si la persona jurídica contratada por el señor Yesid Romero, para llevar a cabo la auditoría fue Consultando S.A.S o Consultando Ltda. 

· El informe de auditoría o el dictamen pericial que pretende introducir la FGN, genera perjuicio y confusión para el proceso, pues en el mismo se hace referencia a los ingresos y costos de los años de 2008 a 2011, lo cual se opone al supuesto fáctico del escrito de acusación, en el que se indica que los hechos tuvieron ocurrencia del año 2012 en adelante, ya se debe tener en cuenta que la conducta investigada solo vino a ser punible a partir del 12 de junio de 2011.

· El dictamen del año 2011 no tiene soportes, ni esta discriminado mes a mes y el delito de administración desleal se tipifico a partir de la fecha antes mencionada (12 de junio de 2011). 

· Los informes de auditoría son dictámenes periciales. Por ello se deben aplicar las normas contables que regulan la materia, con base en el principio de integración que establece el artículo 25 del CPP, lo mismo que las disposiciones del Código General del Proceso, para efectos de valorar la citada evidencia.

· Por lo tanto pidió que no se admitiera como prueba la auditoria o peritazgo que rindió la firma Consultando Ltda o en su defecto Consultando S.A.S.

2.2 Frente a dicho pedimento, el delegado de la FGN adujo lo siguiente: 

· Los artículos 413 y 426 del C.P.P son claros al señalar que el testigo puede reconocer el documento como obra suya, y en el presente asunto la contraparte interrogó al señor Héctor Manuel Trejos, y en ese sentido no hay ningún vestigio de duda respecto a tal reconocimiento y que esa persona elaboró ese documento, conforme a lo que manifestó en su declaración. 
· El informe de auditoría distingue los períodos mencionados en el mismo.

· Hubo actos de administración desleal, que se presentaron en el año 2012, como lo dijo la DIAN, por lo cual comprende los actos atribuidos al procesado que son inescindibles de los de los años anteriores.
· La prueba pericial se encuentra regulada íntegramente en el CPP, por lo cual no hay lugar a aplicar otra normatividad complementaria.

· Por lo tanto solicitó que se admitiera la prueba en mención.

2.3 La delegada del Ministerio Publico expuso:
· El documento debe introducirse como prueba documental más no como prueba pericial y se trata de un documento autentico, según el artículo 425 del CPP, ya que se tiene conocimiento cierto sobre quién lo elaboró y por lo tanto ese informe no necesariamente debe estar firmado para que se presuma auténtico, máxime cuando los dos testigos en cita hicieron referencia a ese hecho.

· Los dos testigos indicaron que se trata de una auditoría contable realizada por unos auditores, la señora Liliana Giraldo y el señor Héctor Trejos y por lo tanto, al haber sido afirmado en audiencia pública que efectivamente esa evidencia corresponde a lo que se está aportando, por lo que considera que ese informe fue autenticado de acuerdo al artículo 426 del CPP y en consecuencia debe ser admitido como prueba documental.

· Se trata de un testimonio de expertos, mas no de una prueba pericial porque no reúne los requisitos para ello, ni tampoco es base pericial, como lo dijo el señor Trejos Escobar.

· Esa prueba fue admitida en la audiencia preparatoria, guarda relación con los hechos investigados y debe ser valorada en la sentencia, junto con el restante material probatorio, por lo cual debe ser admitida como prueba.
3. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DE RECURSO

3.1 El juez de conocimiento admitió la prueba referida, con base en los siguientes argumentos: 

· El tema de fondo no viene a ser documento como tal, que ya había sido admitido como prueba pericial de la FGN en la audiencia preparatoria, frente al cual las partes harán la crítica respectiva una vez culmine la práctica probatoria. 
· Lo realmente importante son los testimonios de la señora Giraldo y el señor Trejos, cuyas declaraciones deben entenderse como un testimonio adjunto, ya que se trata de un binomio y los peritos fueron sometidos a confrontación durante el juicio, por lo cual se entiende que sus manifestaciones se deben valorar conforme a las reglas de la prueba testimonial, por ser el órgano de la prueba, como se dijo en CSJ SP del 17 de junio de 2009, radicado 31475.

· Liliana Giraldo y Héctor Manuel Trejos son contadores públicos y su testimonio sobre la información contable de la estación de servicio La Gran Manzana, no fue controvertido por la defensa en medio de su declaración, por lo cual no hay duda de que participaron en la elaboración del documento en mención.

· Si se inadmite esa evidencia se privaría al juez de conocimiento de la posibilidad de conocerla para sustentar su fallo. 
· Hizo referencia a las normas que regulan la prueba pericial tanto en el CPP como en el CGP, indicando que de conformidad con la codificación procesal penal, no se da prevalencia a la prueba escrita sino al interrogatorio, y por lo tanto no es válida la remisión por principio de integración a otro tipo de normas procedimentales. 

· Los mencionados testigos dieron cuenta de las actividades que realizaron y se sabe a ciencia cierta que participaron en la elaboración de ese documento, por lo cual no se discutía su autenticidad, sino su valor probatorio, y por lo tanto no se puede desconocer las situaciones que han sido acreditadas, máxime si el defensor reconoce que el original de documento si está firmado y fue enviado a la Superintendencia de Sociedades que le dio validez. 

· El señor Héctor Manuel Trejos dio una explicación sobre el cambio de razón social de la firma “Consultores”.

En consecuencia el juez de primer grado admitió como prueba No. 11 de la FGN el dictamen antes mencionado.

4. SOBRE LA ACTUACIÓN SUBSIGUIENTE.

4.1 El defensor dijo que interponía los recursos de reposición y de apelación contra esa decisión, con base en el artículo 20 del CP y para el efecto citó el auto CSJ AP 767-2015 del 19 de febrero de 2015, manifestando que cuando se pretende incorporar documentos procede el recurso de apelación y agregó que no se había resuelto la totalidad de su oposición, ya que el juez de primer grado no dijo nada sobre sí el documento era congruente con los hechos de la acusación, al incluir situaciones que se presentaron en el año 2011.

4.2 El delegado de la FGN indicó que en atención al acta de presentación de declaración de renta del año gravable 2012, era necesario hacer referencia a la contabilidad del año 2011. Insistió en que en este caso solo procedía el recurso de reposición contra la decisión de primer grado,

4.3 La delegada del Ministerio Público refirió que la decisión de juez solo era susceptible del recurso horizontal, ya que se trataba de la admisión de una prueba para el juicio y que en consecuencia le quedaba al defensor la posibilidad de formular el recurso de queja. 
4.4 El A quo consideró que de conformidad con la jurisprudencia actual y lo previsto en el artículo 177 en su numeral 4 en el inciso 1º del CPP, la apelación se concede contra el auto que niega la práctica de prueba en el juicio oral, por lo cual en el presente evento solo procedía el recurso de reposición. En ese sentido hizo referencia a decisión de la SP de la CSJ del 27 de julio de 2016, radicado 47469 , que fue reiterada en la decisión AP8489-2016 Radicado 48178 del 5 de diciembre de 2016.

4.5 El defensor dijo que interponía el recurso de queja porque la SP de la CSJ había sido ambivalente en sus pronunciamientos sobre si el auto que admite una prueba tiene o no recurso de apelación.
4.6 La delegada del Ministerio Publico dijo que se debía conceder el recurso de queja en el efecto suspensivo, según el artículo 179 del CPP 

4.7 El juez admitió la prueba documental presentada por la FGN a la cual se ha hecho referencia y dijo que se suspendía la audiencia hasta que se decidirá lo correspondiente en segunda instancia. Por lo tanto, concedió a la defensa el recurso de queja propuesto.

4.8 La actuación originada en el recurso de queja propuesto por la delegada de la FGN, se recibió en la Corporación el 9 de julio de 2020.
4.9 Según la constancia de la Secretaría de esta Sala, el término previsto en el artículo 179D, adicionado por el artículo 95 de la ley 1395 de 2010, corrió durante los días 10, 13 y 14 de julio de 2020. El expediente ingresó a despacho el 15 de julio del año que avanza, con la certificación de que el recurrente sustentó el recurso propuesto.  
4.10 El ponente solo tuvo acceso a los registros correspondientes a la última sesión del juicio oral el día 25 de julio de 2020, luego de que el juzgado de primera instancia autorizara el acceso a los mismos, por estar en medio digital.

5. SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE QUEJA 

El abogado que representa los intereses del procesado sustentó el recurso incoado de la siguiente manera: 

· Inicialmente hizo referencia a los antecedentes procesales de la presente causa, mencionado lo siguiente i) el señor ORV viene siendo investigado por el delito de administración desleal, por hechos acontecidos en vigencia de la ley 1474 del 12 de julio de 2011; ii) el día 9 de agosto de 2016 le fue comunicado a su representado dicho cargo, el cual no aceptó el procesado; iii) la audiencia de formulación de acusación se celebró en sesiones del 20 de abril, 22 de junio, 4 de agosto y 13 de diciembre de 2017. La audiencia preparatoria tuvo lugar en sesiones del 25 de julio y 21 de octubre de 2019. El juicio inició el 2 de junio del año en curso; iii) la providencia recurrida fue proferida en la audiencia pública celebrada el 7 de julio de 2020. 
· El artículo 359 del CPP ibídem hace referencia a la facultad que tienen las partes para solicitar la exclusión de medios de prueba. 

· Frente a la decisión que dispone incorporar o aceptar medios de conocimiento en el desarrollo del juicio oral, la SP de la CSJ no ha sido uniforme sobre la procedencia del recurso de apelación frente a aquella. En tal sentido trascribió apartes del auto AP767 del 19 de febrero de 2015, radicado 43976, indicando que esta misma providencia había sido puesta de presente ante el juez de primer grado, con el fin de que le fuera concedida la impugnación frente a la decisión de incorporar un documento pericial. 
· El A quo denegó su pretensión, trayendo a colación una decisión proferida con posterioridad a la antes referida, y se trata del auto AP4812 del 27 de julio de 2016, radicado 47469, donde se dijo que el auto que admitía la práctica de una prueba solo era susceptible del recurso de apelación. 

· Ante las diferentes posturas que tiene la SP de la CSJ, considera que debe prevalecer el derecho que tiene el acusado a que se le garantice el principio de la doble instancia, ya que no existe jurisprudencia unificadora en tono a la procedencia de los recursos cuando se admite un medio probatorio.

· Para soportar su petición se refirió a lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitución Política, y los artículos 20, 26 del CP. Además hizo referencia al artículo 8 de la CADH, el artículo 8º  de la Declaración de derechos Humanos, el artículo 13 del Convenio Europeo para la protección de derechos humanos, los artículos 13 y 37 de Las Reglas de Mallorca, el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el artículo 3 del CPP. 
· Las normas en comento pretenden el acceso a la doble instancia desde el punto de vista material, pues cualquier persona que está siendo juzgada tiene derecho a una segunda opinión sobre su caso concreto, con lo cual se materializa el derecho de defensa.

· Hizo alusión a lo expuesto por la Corte Constitucional en el caso del exministro Andrés Felipe Arias, considerando que a través de la determinación adoptada por esa Colegiatura, se le reconoció a ese ciudadano el derecho a acceder a un recurso judicial efectivo frente al derecho a la segunda instancia. 
· En el caso sub examen es necesaria un pronunciamiento de la segunda instancia pues se debe tener en cuenta que se dispuso la incorporación de un dictamen pericial contable que no reúne los requisitos de ley, fuera de que el contenido del mismo puede causar un grave perjuicio a su prohijado pues no existe certeza sobre la temporalidad de los hechos investigados, ante la incongruencia del mencionado dictamen en lo temporal y lo espacial

· Por lo tanto pidió que se revocara la decisión del A quo y que se le ordenara que le concediera el recurso de apelación contra su decisión.

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
5.1 Esta Sala es competente para pronunciarse sobre el asunto propuesto, en atención a lo establecido en los artículos 179 C y 179 D de la ley 906 de 2004. 

5.2 El problema jurídico a resolver se contrae a establecer el grado de acierto de la disposición adoptada el 7 de julio de 2020 por el Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, dentro del juicio oral que se tramita en el presente caso, al establecer que en contra de la decisión mediante la cual dispuso la incorporación de un informe contable, en el sentido de que frente a esa determinación solo procedía el recurso de reposición. 
5.3 El artículo 20 de la Ley 906 de 2004, indica que las sentencias y los autos que se refieran a la libertad del imputado o acusado, que afecten la práctica de pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones contempladas en ese mismo código son susceptibles del recurso de apelación. En igual sentido, el inciso 3o del artículo 176 ibídem, dispone que la apelación procede, salvo los casos previstos en la ley 906 de 2004, contra los autos adoptados en desarrollo de las audiencias, y contra las sentencias condenatorias y absolutorias. 

5.4 Por su parte, el artículo 177 del CPP, regula el recurso de apelación en los siguientes términos:  

“ARTÍCULO 177. EFECTOS. <Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 1142 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> La apelación se concederá:

En el efecto suspensivo, en cuyo caso la competencia de quien profirió la decisión objeto de recurso se suspenderá desde ese momento hasta cuando la apelación se resuelva:

1. La sentencia condenatoria o absolutoria.

2. El auto que decreta o rechaza la solicitud de preclusión.

3. El auto que decide la nulidad.

4. El auto que niega la práctica de prueba en el juicio oral; y

5. El auto que decide sobre la exclusión de una prueba del juicio oral.

En el efecto devolutivo, en cuyo caso no se suspenderá el cumplimiento de la decisión apelada ni el curso de la actuación:

1. El auto que resuelve sobre la imposición, revocatoria o sustitución de una medida de aseguramiento.

2. El auto que resuelve sobre la imposición de una medida cautelar que afecte bienes del imputado o acusado.

3. El auto que resuelve sobre la legalización de captura.

4. El auto que decide sobre el control de legalidad del diligenciamiento de las órdenes de allanamiento y registro, retención de correspondencia, interceptación de comunicaciones o recuperación de información dejada al navegar por Internet u otros medios similares.

5. El auto que imprueba la aplicación del principio de oportunidad en la etapa de investigación; y

6. El auto que admite la práctica de la prueba anticipada.”

5.5 En el presente caso el A quo manifestó que no procedía el recurso de apelación frente a la decisión que adoptó en el sentido de acceder a la introducción del informe contable suscrito por el contador Héctor Manuel Trejos a quien reconoció como perito, considerando que se trataba de una prueba ya ordenada en la audiencia preparatoria y que satisfacía los presupuestos legales para su admisión, lo que motivó la interposición del recurso de queja por parte del defensor del procesado.
5.6 La Sala debe manifestar que en este caso se presentó un trámire irregular en lo relativo al recurso de queja que propuso el defensor, ya que al escuchar los registros respectivos se advierte que el juez de conocimiento no le dio la oportunidad al recurrente para que sustentara su recurso de reposición, del cual se debía dar traslada a los sujetos no recurrentes para que se pronunciaran al respecto.

Se afirma lo anterior porque en virtud de la sistemática de ese recurso, el juez de conocimiento tenía dos opciones :i) reponer su providencia y e inadmitir la prueba cuestionada por la defensa, caso en el cual, por sustracción de materia, no habría lugar a discutir lo referente al recurso de apelación que interpuso el representante del acusado de manera subsidiaria; o ii) no reponer su decisión, negar el recurso de apelación y dar trámite al recurso de queja que formuló el representante del acusado.

5.7 Sin embargo se debe tener en cuenta que en la decisión CSJ SP del 27 de julio de 2016, radicado 47469 se manifestó lo o siguiente:
“Dígase, por último, que la Sala no puede advertir, y en la jurisprudencia que busca recogerse tampoco se especifica, cómo la posibilidad de que sólo la negativa a la práctica de pruebas pueda ser objeto de apelación, afecta el carácter adversarial del sistema acusatorio, como quiera que, ya se entiende suficientemente decantado, la filosofía del principio en cuestión no se agota o satisface apenas a través de ese medio.

En efecto, la estructura del proceso penal, que diseña escenarios diferentes en curso del mismo, permite observar la existencia de mecanismos de variada estirpe en los cuales se materializa el antagonismo propio de la adversarialidad propuesta, con plenas posibilidades de contradicción y confrontación.

En especial, limitados al tema probatorio, al interior de la audiencia preparatoria, el concepto adversarial se materializa, no a partir de la posibilidad de apelar la negativa de pruebas, sino en momentos anteriores, de conformidad con el artículo 359 de la Ley 906 de 2004, dado que las partes podrán solicitar al juez la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios suasorios que resulten impertinentes, inútiles, repetitivos, ilegales u obtenidos con violación de los requisitos formales; además, durante el desarrollo del juicio oral, se puede contrainterrogar a los testigos, o poner en tela de juicio la validez y contenido de documentos, o discutir respecto de los elementos materiales probatorios o evidencia física allegados, para no hablar de la posibilidad de allegar medios propios que se opongan a los de la contraparte.

Corolario de lo antedicho, ninguna mengua sufre la estructura del sistema acusatorio, o los derechos a la doble instancia y contradicción, cuando el legislador, en ejercicio del poder de configuración que le asiste, reflejado en la normatividad traída a colación en esta providencia, decidió que solo se puede apelar el auto que deniega o imposibilita la práctica de una prueba –no el que la concede-; más aún, si en cuenta se tiene, de cara a los límites de esa facultad,  que no se aprecia i) un atentado a los fines del Estado, tales como  la justicia o la igualdad, ii) violación a los derechos fundamentales de las partes, iii) desconocimiento  de los principios de razonabilidad y proporcionalidad en la definición de las formas e, iv) imposibilidad de la realización material de los derechos y de primacía del derecho sustancial sobre las formas, conforme lo ha señalado la Corte Constitucional (CC C-227/09).
Precisamente, en torno de los fines que gobiernan la práctica de pruebas y su naturaleza de medios encaminados a demostrar la particular teoría del caso de las partes, observa la Sala cómo, dentro del necesario balanceo obligado de hacer en la determinación de cuál es la mejor manera de adelantar el proceso y los sacrificios que ello implica, con la decisión legislativa de conceder el recurso de apelación solo para la decisión que deniega pruebas, se obtiene un resultado mejor que en caso de aceptarlo en general.

En efecto, cuando se niega la práctica de determinada prueba, ello de inmediato anula cualquier posibilidad de hacer valer la información que ella contiene e incluso se puede afectar fuertemente la teoría del caso de la parte, si la misma se fundamenta en ese elemento de juicio.

Así se entiende que la decisión denegatoria deba posibilitar la alzada, visto el daño que puede producir.

De manera diferente, si el juez acepta la práctica de determinado medio de convicción, no sólo se habilita que su contenido pueda ser utilizado para soportar la tesis de la parte, sino que, además, existe la posibilidad de controvertir esa determinada prueba directamente a partir del ejercicio de confrontación o con la presentación de otros elementos de juicio que la confute.

Además de lo anotado, no puede pasar por alto la Sala cómo en la jurisprudencia vigente objeto de examen, se dice que con la posibilidad de apelar el auto que admite la prueba, se materializan los principios de depuración y eficacia.

Dejando de lado si el de depuración puede entenderse principio o no, y cuáles son su naturaleza y efectos, es lo cierto que la práctica judicial ocurrida con posterioridad a la expedición de la sentencia en comento, lejos de advertir cumplido el principio de eficacia, informa todo lo contrario.

En efecto, día a día se registra, de conformidad con los procesos que ingresan a la Corte, cómo esa habilitación para que se pueda impugnar la decisión que admite la prueba, ha sido utilizada a manera de mecanismo claramente dilatorio del proceso, al punto que se erige en la única razón que gobierna, la más de las veces, el recurso, independientemente de los motivos que sustenten la pretensión de la defensa.

Ello, en evidente contravía, no solo de lo que la norma registra, como se anotó ya, sino de los principios de eficacia, celeridad, economía procesal y concentración.    

Así las cosas, para la Sala respecto del auto que admite pruebas (numeral 4° del artículo 177 de la Ley 906 de 2004), únicamente procede el recurso de reposición, mientras que contra el que deniega o imposibilita la práctica de las mismas, sí es dable promover el de apelación.” (Subrayas ex texto)  
5.7.1 A su vez en la decisión AP8489, del 5 de diciembre de 2016, radicado 48178 se ratificó ese criterio así:

“2.2. Apelación del auto que admite pruebas en audiencia preparatoria.

2.2.1. La Sala de esta Corporación en reciente decisión modificó su línea jurisprudencial para establecer la improcedencia del recurso de apelación sobre la decisión que resuelve admitir prueba para el juicio oral.

De antaño, la Corte venía afirmando como criterio para resolver sobre estos temas de apelación, (CSJ AP 967-2016 rad. 46569) « (…) De acuerdo con la línea jurisprudencial vigente, procede la alzada no sólo respecto de los interlocutorios que niegan las solicitudes probatorias sino también en relación con los que las decretan, siempre que en la oportunidad debida el opugnador haya presentado oposición frente a la petición de su contraparte. (Cfr. CSJ AP, 13 Jun 2012, Rad. 36562 y CSJ AP, 22 May 2013, Rad. 41106, entre otros).».
En la actualidad, la Corporación estimó la procedencia del recurso solamente en lo que atañe con los medios de prueba que sean negados, así como contra la decisión sobre la exclusión de pruebas en primera instancia. Al efecto se determinó el cambió de criterio jurídico en CSJ AP4812-2016, radicado 47469… “

(…) 

Así las cosas, para la Sala respecto del auto que admite pruebas (numeral 4° del artículo 177 de la Ley 906 de 2004), únicamente procede el recurso de reposición, mientras que contra el que deniega o imposibilita la práctica de las mismas, sí es dable promover el de apelación.» (CSJ AP4812-2016, radicado 47469) 

En consecuencia y siguiendo la nueva línea jurisprudencial dispuesta por esta Corporación, es improcedente el recurso de apelación interpuesto por la defensa de Pablo Alonso Correa Peña y Luis Guillermo Bolaños Sánchez en lo que se relaciona con el decretó a favor de la Fiscalía de los elementos de convicción admitidos por el Tribunal Superior de Bogotá que se practicarán en juicio oral. (Subrayas ex texto)
5.8 Por lo tanto, la Sala considera que al estar definido en los precedentes citados que contra el auto que admite la práctica de pruebas solo procede el recurso de reposición, seria innecesario retrotraer la actuación para que el juez de conocimiento se pronunciara sobre el recurso horizontal propuesto y luego le diera tramite nuevamente al recurso de queja, ya que este resulta improcedente, al estar claro que frente a ese tipo de decisiones solo procede la reposición.

Por lo tanto la Sala no dará tramite al recurso de queja propuesto y ordenará devolver la actuación al juez de primer grado, para que se pronuncie sobre el recurso de reposición que interpuso el defensor contra su decisión de admitir como prueba número 11 de la FGN el dictamen al cual se hizo alusión en el apartado 2.1 de esta determinación.

Con base en lo expuesto en precedencia la Sala Penal del TS de Pereira, 

RESUELVE
PRIMERO: NEGAR el recurso de queja promovido por el defensor del procesado contra la decisión adoptada en el juicio oral sobre la admisión del informe de auditoría o informe contable de la estación de servicios “La Gran Manzana”, del período diciembre de 2008 a diciembre de 2011, realizado por la empresa “Consultando Ltda” o “Consultando SAS”. 
SEGUNDO: En consecuencia el juez de conocimiento deberá pronunciarse sobre el recurso de reposición que interpuso el defensor del procesado contra esa determinación, frente a la cual solo procedía el recurso horizontal, como se explicó en el apartado 5.7 de esta decisión.

TERCERO: Contra esta determinación no procede recurso alguno. 
CUARTO: DISPONER que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no se realizará audiencia de lectura de la presente determinación, y por ende esta decisión se le notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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